TEMAS: AMPARO. DERECHO A LA INTIMIDAD. SENADORES NACIONALES. INMUNIDAD DE OPINIÓN. FALTA DE JURISDICCIÓN.

(Libro de Acuerdos Nº 57, Fº 2206/2209, Nº 600). San Salvador de Jujuy, República Argentina, a los veintiseis días del mes de agosto del año dos mil catorce, los Sres. Vocales del Superior Tribunal de Justicia, Dres. Sergio Marcelo Jenefes, Sergio Ricardo González, José Manuel del Campo y María Silvia Bernal, y la Sra. Vocal de la Sala III de la Cámara en lo Civil y Comercial, Dra. Alejandra María Luz Caballero, llamada a integrar el Cuerpo en razón de las constancias obrantes en la causa, bajo la presidencia del nombrado en primer término, vieron el Expte. Nº 10387/13, caratulado: “Recurso de inconstitucionalidad interpuesto en el Expte. Nº C-1909/13 (Sala II - Cámara Civil y Comercial) Amparo: Sala, Milagro Amalia Ángela c/ Morales, Gerardo Rubén y Unión Cívica Radical”.

El Dr. Jenefes dijo:

El 27 de noviembre de 2.013, la Sala II de la Cámara en lo Civil y Comercial declaró inadmisible la pretensión de la amparista, Milagro Amalia Ángela Sala, consistente en que se ordene al Senador Gerardo Rubén Morales y al Partido Unión Cívica Radical se abstengan de publicar por medios periodísticos audiovisuales (provinciales y/o nacionales) y medios informáticos virtuales (páginas web, redes sociales, etc.), avisos, solicitadas y opiniones que resulten ofensivas a su buen nombre y honor y que lesionen su legítimo y constitucional derecho a la intimidad.

Contra dicho pronunciamiento viene en recurso de inconstitucionalidad la actora, quien, reproduciendo las razones del principal, critica la interpretación de las circunstancias fácticas y de la normativa constitucional por las que declara inadmisible el amparo interpuesto, por encontrarse -a su entender- alejada de las reglas que impone la sana crítica racional y por implicar un análisis parcializado de la misma generando “una puerta abierta a la ilicitud e impunidad por actos de terceros, que so pretexto de estar amparados por la inmunidad de expresión parlamentaria, lesionan derechos personalísimos de sus víctimas”.

Al circunscribir sus agravios destaca que el tribunal de la instancia inferior: 1º) se basa en un fallo de este Superior Tribunal de Justicia en el que se ventilaban cuestiones penales y que, en el caso de autos se debaten cuestiones constitucionales de derechos personalísimos y obviamente de carácter civil, 2º) interpreta antojadiza y arbitrariamente el art. 68 de la CN, de la normativa y de la doctrina que de él se desprende y 3º) no respeta la normativa del amparo de la ley 4442 que dispone que éste será procedente para sostener el cumplimiento o la aplicación efectiva de una ley, reglamento, norma o disposición de carácter general (inc. a art. 2) y la tutela o el efectivo ejercicio o derecho o garantías explícitas o implícitamente reconocidos por la Constitución de la Nación o de la Provincia (inc. c art. 2).

Respecto a las fundamentaciones vertidas en el libelo recursivo aduce que el derecho a la intimidad se violentó al haber publicado los accionados la solicitada del 18 de marzo de 2013 en la que se pone a consideración del público en general, las causas en la que ha sido sobreseída o absuelta. Que la protección a la función legislativa brindada por el art. 68 de la CN es intermedia, pues si bien es cierto que la inmunidad de opinión es amplia y absoluta, esta protección –según caso “Rivas”- requiere que los dichos estén conectados con la función de legislador y, que en la publicación de solicitada en cuestión no existe conexión entre las funciones de examen, debate y control que tiene el Senador Morales. Que el objeto de la acción tentada es: que se ordene a los accionados que se abstengan agraviar crónicamente el derecho a la intimidad de la actora.

Aduce que la acción de amparo intentada por su parte resulta procedente y admisible pues con la misma lo que se busca es que la accionada cumpla con una norma legal general y de orden nacional como lo es el art. 51 del Código Penal y se abstenga así de realizar publicaciones de los antecedentes penales con el único objetivo de desacreditarla públicamente poniendo en juego su dignidad y lesionando gravemente su derecho a la intimidad.

Considera que, respecto del demandado Unión Cívica Radical, la sentencia deberá ser declarada nula de nulidad absoluta, ya que –dice- el sentenciante simplemente adecuó forzada y exigidamente los considerandos efectuados respecto al demandado Morales.

Sustanciado el recurso, es contestado por el apoderado de la Unión Cívica Radical, Dr. Mariano Gabriel Miranda (fs. 35/39) y por el Dr. Gerardo Gastón Morales en representación de Gerardo Morales, con el patrocinio letrado de los Dres. Oscar Gustavo Fernández y César Luciano Rivas (fs. 40/44).

Pasados los autos al Ministerio Público Fiscal, se expide la Sra. Fiscal General Adjunta a fs. 71/74, quedando, así, la causa en condiciones de resolver.

Ingresando a los tópicos a dilucidar, resalto que los agravios conforme reseña efectuada precedentemente no señalan deficiencias estructurales del pronunciamiento. En tal sentido, la Sra. Fiscal General Adjunto en su dictamen, sostiene claramente que tales cuestionamientos “constituyen simples discrepancias con lo decidido por la Cámara”.

Comparto tal apreciación ya que no se advierte un acto sentencial carente de fundamentos, por el contrario, puede afirmarse que las consideraciones vertidas en el fallo atacado, se hallan adecuadamente valoradas con correcta subsunción a los hechos que le precedieron, encontrándose enmarcadas en las reglas de la sana crítica y en base a las reglas del sentido común de los magistrados. Esto así, es oportuno recordar que el mero disentimiento de la parte con lo resuelto por los jueces de la causa, no habilita la vía del recurso de excepción interpuesto. Más aún, como en el caso de autos, cuando los fundamentos dados en la instancia anterior, recogen antecedentes jurisprudenciales adecuados, logrando de una manera una equilibrada interpretación legal.

Más allá de que la discusión que suscitan estos actuados tienen sus precisos límites en la especial vía de amparo, resulta evidente que la pretensión en ella incoada resulta objetivamente improponible, pues como se sabe, conforme a su contenido el proceso dirigido contra un legislador y, elípticamente, contra el partido al que éste pertenece; y que tiene por objeto impedirles vertir opiniones o brindar información que desacrediten el buen nombre y honor de la actora –principal referente de la organización social Tupac Amaru- debe ser rechazado por carecer de la facultad para juzgar el caso, pues por expresa prohibición constitucional (art. 68 y 14 CN), el objeto de la pretensión no puede ser juzgado, encontrándose incapacitado el juez para decidir el derecho, al faltarle la “iurisdictio”.

En estas situaciones, la controversia no puede ser sometida no ya a un determinado magistrado, sino a todo el organismo judiciario. No se trata pues, propiamente, de una forma de la incompetencia. Se trata de la negación del poder de juzgar desde el punto de vista de la violación de la ley (conf. Jorge Walter Peyrano, “El Proceso atípico”, Editorial Universidad, p. 36/55).

Dada la multiplicidad de funciones que están a cargo de los legisladores corresponde hacer respetar la inmunidad de opinión y de jurisdicción, y, para ello, el criterio con que se analice las tareas desarrolladas por éstos debe ser lo más amplio y flexible posible, siendo esencial a los fines de lograr la protección que brinda el art. 68 de la C.N., que el mismo sea abarcativo de todo tipo de actividades vinculadas al cumplimiento efectivo de la función.

Esto así de acuerdo al criterio preponderante en doctrina compartida por nuestro más alto Tribunal en su actual integración, que postula que las inmunidades parlamentarias deben ser interpretadas del modo más amplio y absoluto posible, pues ellas están destinadas a garantizar la independencia funcional de las Cámaras legislativas, así como la integridad de uno de los tres poderes del Estado.

Considero, entonces, acertado el pronunciamiento atacado, en tanto –conforme doctrina de este Superior Tribunal de Justicia y de la Corte de Justicia de la Nación, que transcribe- se expide por la falta de jurisdicción del Tribunal. Ello, frente a la amplitud del art. 68 de la CN, cláusula en la que “el aspecto procesal y fáctico se confunde con la vigencia de la garantía e implica que las manifestaciones del Senador Gerardo Morales que llevan el logo del partido al cual pertenece, están sustraídas a la revisión judicial”.

Tampoco puede prosperar la nulidad pretendida, pues no advierto el vicio que se denuncia. Antes bien, la sentencia abarca en su totalidad la tipificación de los hechos y los subsume en normativa legal aplicable. Ello así, en la medida que le está conferida al tribunal de la causa la facultad de decir el derecho sin alterar la sustancia de los hechos configurativos del petitum o bien del propio relato en que se desarrolló el planteo originario; lo cierto es que –se coincida o no con los magistrados de la causa- hay en su decisión un tratamiento formal ajustado sobre la pretensión sometida a su consideración.

Se destaca en tal sentido, que la pretensión volcada por la amparista es una sola y se dirige en contra de ambos demandados, a saber: se ordene “al Senador Gerardo Morales y al Partido Unión Cívica Radical que se abstengan de publicar por medios periodísticos... avisos, solicitadas, y opiniones que resulten ofensivas...” (conf. petitorio que rola fs. 8 del principal). De un modo, entonces, congruente el tribunal, ajustándose al tema en debate y al modo en como fue dirigida y sustentada la acción, la declara inadmisible respecto a ambos demandados por idénticos motivos.

En virtud de lo expuesto y por los fundamentos dados por la Sra. Fiscal General en su dictamen, los que doy aquí por reproducidos, corresponde rechazar el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por Milagro Amalia Ángela Sala con el patrocinio letrado de los Dres. Darío Rubén Vega, Fernando E. Barea y Cintia Lorena Mamaní.

No existiendo motivos para apartarse del principio general del art. 102 del Código Procesal Civil, las costas deben ser impuestas a la recurrente vencida. A tales fines, propongo regular los honorarios profesionales: a) de los Dres. Darío Rubén Vegas, Fernando E. Barea y Cintia Lorena Mamaní –patrocinantes de Milagro Amalia Ángela Sala- en las sumas de ciento setenta y ocho pesos ($178) para cada uno de ellos, b) del Dr. Mariano Gabriel Miranda en la suma de mil pesos ($ 1.000) y c) de los Dres. Gerardo Gastón Morales, Oscar Gustavo Fernández y César Luciano Rivas –estos últimos como patrocinantes- en las sumas de trescientos treinta y cuatro pesos ($ 334), trescientos treinta y tres pesos ($ 333) y trescientos treinta y tres pesos ($ 333), respectivamente (conforme pautas establecidas por este Superior Tribunal de Justicia mediante Acordada Nº 16/11). A tales sumas deberán añadirse, desde la mora y hasta su efectivo pago, el interés de la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina y, luego, el impuesto al valor agregado en caso de corresponder.

Los Dres. González, del Campo, Bernal y Caballero adhieren al voto que antecede.

Por ello, el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Jujuy,

RESUELVE:

1º) Rechazar el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por Milagro Amalia Ángela Sala con el patrocinio letrado de los Dres. Darío Rubén Vega, Fernando E. Barea y Cintia Lorena Mamaní, con costas.

2º) Regular los honorarios profesionales: a) de los Dres. Darío Rubén Vegas, Fernando E. Barea y Cintia Lorena Mamaní en las sumas de ciento setenta y ocho pesos ($ 178) para cada uno de ellos, b) del Dr. Mariano Gabriel Miranda en la suma de mil pesos ($ 1.000) y c) de los Dres. Gerardo Gastón Morales, Oscar Gustavo Fernández y César Luciano Rivas en las sumas de trescientos treinta y cuatro pesos ($ 334), trescientos treinta y tres pesos ($ 333) y trescientos treinta y tres pesos ($ 333), respectivamente.

3º) Añadir a las sumas fijadas en la presente resolución, desde la mora y hasta su efectivo pago, el interés de la tasa activa cartera general (préstamos) nominal anual vencida a treinta días del Banco de la Nación Argentina y, luego, el impuesto al valor agregado en caso de corresponder.

4º) Registrar, dejar copia en autos y notificar por cédula.

Firmado: Dr. Sergio Marcelo Jenefes; Dr. Sergio Ricardo González; Dr. José Manuel del Campo; Dra. María Silvia Bernal; Dra. Alejandra María Luz Caballero (Habilitada).

Ante mí: Dra. María Leonor Espeche – Secretaria.

